Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

Rad. #17013610080720150147 

Reo: JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY

Decisión: Confirma auto opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto – 2ª instancia 
Delito:

Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

Radicado.

17013610080720150147 

Reo: 

JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY

Procedencia: 

Juzgado 2º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad de Pereira  

Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
TEMA:


TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES / ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS-Requisitos y condicionamientos / COMETIÓ EL DELITO ESTANDO EN DETENCIÓN DOMICILIARIA / NO PROCEDE / CONFIRMA   
Pero es de anotar que dichas exigencias requeridas para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, las cuales, se reitera, están intrínsecamente relacionadas con condenas impuestas en procesos diferentes por delitos que estaban liados por el factor de la conexidad, o por la pluralidad de sentencias proferidas en procesos tramitados de manera independiente, no proceden de manera automática, ya que las mismas están condicionadas al cumplimiento de las siguientes circunstancias: 

• No es posible solicitar la acumulación respecto de penas ya ejecutadas.

• Un criterio cronológico, el cual tiene que ver con el delito o delitos por los cuales se declaró la responsabilidad penal del reo, los que no pueden haberse perpetrado después de proferirse la otra sentencia objeto de la acumulación, en la cual con antelación de igual forma se declaró la responsabilidad criminal del penado por otro u otros reatos. 

• Un criterio de reproche moral, el que tiene relación con los delitos cometidos por una persona que se encuentre privada de la libertad, ya sea esta como consecuencia de la imposición de una pena de prisión o del sustitutito de la prisión domiciliaria, o de una medida de aseguramiento privativa de la libertad. 
(…)
Al aplicar lo antes expuesto al caso en estudio, a fin de determinar si le asiste o no la razón a los reproches formulados por la recurrente en contra del auto opugnado,  tenemos que al efectuar un análisis de la actuación procesal, la Sala es de la opinión que el A quo estuvo atinado cuando no accedió a la petición deprecada por la apelante, debido a que en efecto estaba acreditado que la Sra. JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, durante el período en el cual estuvo privada de la libertad, como consecuencia de la imposición en su contra de una medida de aseguramiento de detención domiciliaria, cometió el delito que suscitó la condena de la cual clama su acumulación
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, treinta y uno (31) de julio de dos mil dieciocho (2018)

Hora: 2:40 p.m.  

Aprobado Acta No. 630 

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Rad. # 17013610080720150147 

Reo: JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY
Procedencia: Juzgado 2º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad de Pereira

Asunto: Se desata recurso de apelación interpuesto en contra de negativa a la acumulación jurídica de penas

Decisión: Confirma auto opugnado
ASUNTO: 

Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión del recurso de apelación que de manera subsidiaria fue interpuesto por quien funge como defensora de la señora JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, en contra de la decisión adoptada por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el pasado 18 de abril de 2018, mediante la cual resolvió negar una acumulación jurídica de penas. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
La señora JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY fue condenada por parte del Juzgado Penal del Circuito de Aguadas, Caldas, mediante fallo del 26 de enero de 2016, al haberla encontrado incursa en la comisión del reato de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, por hechos ocurridos el día 29 de noviembre de 2015; de conformidad con tal declaratoria de responsabilidad, se le impuso la pena de 94 meses y 15 días de prisión, multa de 3.5 SMLMV, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un período igual al de la pena privativa de la libertad, y se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
La vigilancia de la ejecución de la pena asignada a la condenada le correspondió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, trámite que se encuentra identificado con el Nro. de radicado 170136100807201580248.    

De igual forma, mediante sentencia proferida por el Juzgado Diecinueve Penal del Circuito de Cali, Valle del Cauca, el 5 de diciembre de 2017, fue declarada penalmente responsable la señora ORTÍZ GODOY, por incurrir en la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, según hechos acaecidos el día 6 de septiembre de 2015, razón por la cual se le impuso la pena de 48 meses de prisión y multa de 82 SMLMV, negándole la suspensión condicional de la ejecución de la pena, así como la prisión domiciliaria. 
La verificación del cumplimiento a la anterior sanción se le asignó por reparto al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle del Cauca, cuyas diligencias están radicadas bajo el Nro. 17013610080720150147.  
El día 18 de diciembre de 2017 se radicó ante la Secretaría de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, una petición deprecada por la apoderada judicial de la señora JOHANNA MILAGROS ORTIZ GODOY, memorial con el cual pidió que se le realizara a su prohijada una acumulación jurídica de las penas descritas anteriormente; ello, por considerar que cumple con los requisitos legales contemplados en el artículo 460 del Código de Procedimiento Penal, junto con la interpretación jurisprudencial decantada al respecto por la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal.   
El Despacho de marras, después de haber solicitado el respectivo expediente para su análisis ante el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, Valle del Cauca, y posteriormente, haber avocado su conocimiento el 9 de abril de 2018, negó la petición de acumulación jurídica de penas mediante auto del 18 de abril de 2018; decisión en contra de la cual fueron interpuestos los recursos de reposición y apelación por parte de la abogada defensora, y al pronunciarse frente a la primera de ellas, el A quo resolvió confirmar su decisión inicial. 

LA PROVIDENCIA CONFUTADA:

Como se indicó atrás, se trata del auto interlocutorio dictado por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 18 de abril de 2018, mediante el cual resolvió negar la solicitud de acumulación jurídica de penas deprecada por la abogada defensora de la señora JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, decisión que se fundamentó en que si bien los artículos 470 de la Ley 600 de 2000 y 460 de la Ley 906 de 2004 contemplan dicha figura como una forma de morigerar el encierro en el que se ve inmerso el sujeto pasivo de la acción penal en virtud del proferimiento de varias sentencias condenatorias en su contra, uno de los requisitos indispensables para su concesión es que el ilícito que dio génesis a una de las condenas que se pide su acumulación, no se haya llevado a cabo durante el tiempo de privación de la libertad del reo, exigencia que no fue superada por la aquí condenada, quien fue procesada por un nuevo hecho delictivo que se materializó cuando ella se encontraba cumpliendo una medida de detención preventiva en el lugar de su residencia, motivo por el cual la acumulación jurídica, a criterio del Juez de primer nivel, no procedía. 
EL RECURSO DE APELACIÓN:
Inconforme con la decisión de primer nivel, la Defensa interpuso un recurso de reposición y en subsidio otro de apelación, en los cuales adujo que su prohijada sí cumplía con los requisitos legales para la acumulación jurídica de penas, pues los hechos de la sentencia emitida por el Juzgado Diecinueve Penal del Circuito de Cali, Valle del Cauca, tuvieron ocurrencia el 6 de septiembre de 2015, es decir, antes del 26 de enero de 2016, cuando se profirió la segunda sentencia; así mismo, aseguró la recurrente que dentro de este último proceso no se le impuso a la señora ORTÍZ GODOY la medida de aseguramiento de detención domiciliara, por lo que la prohibición del Estatuto Penal en ese sentido no resultaba aplicable. 
Bajo dichos argumentos, pidió que se revoque la providencia confutada y que en consecuencia se acceda a la acumulación jurídica requerida por la sentenciada.
CONSIDERACIONES DE LA SALA: 

- Competencia:
De conformidad con los lineamientos del # 6º del artículo 34 C.P.P. esta Corporación es competente para resolver la alzada propuesta por la defensa de la condenada JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual negó la solicitud de acumulación jurídica de penas en favor de la condenada.

- Problema jurídico:
El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si se cumplen a cabalidad con los requisitos legales exigidos por el artículo 460 C.P.P. para la procedencia de la acumulación jurídica de penas en favor de los intereses de la condenada JOHANA MILAGROS ORTÍZ GODOY. 
- Solución:
Antes de entrar a resolver el problema jurídico propuesto por la apelante, se debe tener en cuenta, como bien lo expuso el A quo en el proveído opugnado, que la figura de la acumulación jurídica de penas consagrada en el artículo 460 C.P.P. tiene por finalidad morigerar la situación de las personas que se encuentren privadas de la libertad purgando una pena que le ha sido impuesta como consecuencia de haber sido declarados penalmente responsables en diversos procesos que se tramitaron de manera independiente, razón por la cual se establecieron una serie de pautas, las que acordes con los postulados del principio de la dignidad humana, tienen como objetivo esencial el de evitar al máximo que esas diversas penas se purguen de manera aislada e independiente para de esa forma procurar que las mismas sean acumuladas en una sola unidad, pero con la salvedad consistente en que dicha acumulación punitiva no se regirá por criterios matemáticos sino jurídicos.  
Sobre las características y finalidades del instituto de la acumulación jurídica de pena, la Corte ha dicho lo siguiente: 

“Ahora bien, en relación con la impugnación interpuesta, es importante precisar que al legislador colombiano le correspondió diseñar criterios de medición judicial de la pena que logran superar las falencias que presentaban los modelos tradicionales de «la acumulación material de penas»  y el de «absorción», mediante el mecanismo intermedio de la acumulación jurídica de penas, en el que una vez establecida la pena imponible a cada delito, se aplica aquella correspondiente al delito más grave, aumentada en una determinada proporción; satisfaciéndose, de esa forma, la exigencia de seguridad jurídica requerida.

La acumulación jurídica de penas es una figura procesal cuyo objeto no es otro distinto que establecer, con fines de limitación, un criterio razonable para la determinación de la punibilidad en eventos de concurso ideal  o material  de delitos; oponiéndose, de esa forma, al sistema de acumulación aritmética de las penas, en virtud del cual se impondrían tantas penas como delitos cometidos. 

Es así, como en el artículo 470 de la ley 600 de 2000 se consagraron los siguientes presupuestos de procedibilidad de tal figura jurídica: (i) Que se trate de penas de igual naturaleza, (ii) que las penas a acumular hayan sido impuestas mediante sentencias y que las sentencias cuyas penas se pretende acumular, se encuentren en firme, (iii) que su ejecución no se haya cumplido en su totalidad, o no hayan sido suspendidas parcial o totalmente por virtud del otorgamiento de los subrogados penales previstos en los artículos 68 y 72 del Código Penal, (iv) que los hechos por los que se emitió condena no hayan sido cometidos con posterioridad al pronunciamiento de cualquiera de las sentencias –de primera o única instancia-, cuya acumulación se pretende, y (v) que las penas no hayan sido impuestas por delitos cometidos durante el tiempo que la persona estuviere privada de la libertad……”
.
Acorde con lo anterior, al realizar un análisis de los requisitos exigidos por el artículo 460 C.P.P. para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, la Sala puede colegir que dicha norma hace las siguientes exigencias: 

· Que exista un criterio de conexidad, ya sea esta sustancial o procesal, que implicaba que acorde con los postulados del principio de la unidad procesal
, en los diversos delitos tramitados en procesos diferentes, de no haber ocurrido ciertos percances procesales, tales como los de la ruptura de la unidad procesal, debieron haberse tramitado en un solo proceso. 

· Que en contra del reo se hayan adelantado varios procesos diferentes, por delitos no conexos, que conllevaron a que en su contra se profirieran diversas sentencias condenatorias.

· Que las penas objeto de la acumulación sean afines o similares. 

Pero es de anotar que dichas exigencias requeridas para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, las cuales, se reitera, están intrínsecamente relacionadas con condenas impuestas en procesos diferentes por delitos que estaban liados por el factor de la conexidad, o por la pluralidad de sentencias proferidas en procesos tramitados de manera independiente, no proceden de manera automática, ya que las mismas están condicionadas al cumplimiento de las siguientes circunstancias: 

· No es posible solicitar la acumulación respecto de penas ya ejecutadas.

· Un criterio cronológico, el cual tiene que ver con el delito o delitos por los cuales se declaró la responsabilidad penal del reo, los que no pueden haberse perpetrado después de proferirse la otra sentencia objeto de la acumulación, en la cual con antelación de igual forma se declaró la responsabilidad criminal del penado por otro u otros reatos. 
· Un criterio de reproche moral, el que tiene relación con los delitos cometidos por una persona que se encuentre privada de la libertad, ya sea esta como consecuencia de la imposición de una pena de prisión o del sustitutito de la prisión domiciliaria, o de una medida de aseguramiento privativa de la libertad
.
Al aplicar lo antes expuesto al caso en estudio, a fin de determinar si le asiste o no la razón a los reproches formulados por la recurrente en contra del auto opugnado,  tenemos que al efectuar un análisis de la actuación procesal, la Sala es de la opinión que el A quo estuvo atinado cuando no accedió a la petición deprecada por la apelante, debido a que en efecto estaba acreditado que la Sra. JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, durante el período en el cual estuvo privada de la libertad, como consecuencia de la imposición en su contra de una medida de aseguramiento de detención domiciliaria, cometió el delito que suscitó la condena de la cual clama su acumulación, si nos atenemos a lo siguiente: 
· La señora JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, fue capturada en condiciones de flagrancia el día 6 de septiembre de 2015, por el delito de “tráfico, fabricación o porte de estupefacientes”, y fue puesta a disposición del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Jamundí, Valle del Cauca, ante el cual se adelantaron las audiencias preliminares el 7 de septiembre de 2015, a partir de ese momento procesal, se le impuso a la entonces imputada la medida de aseguramiento de detención preventiva en el lugar de domicilio, según consta en el acta de audiencia obrante a folio 6 (vto.) del proceso penal radicado bajo el Nro. 76-364-6300-242-2015-00147. Valga resaltar que con ocasión de este mismo acontecer fáctico, resultó condenada por parte del Juzgado Diecinueve Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento mediante proveído del 5 de diciembre de 2017.    

Recordemos que una de las condiciones para la concesión de la acumulación jurídica de penas, es que el condenado no haya incurrido en ninguna conducta delictual mientras se encontrare privado de la libertad, por lo que en el caso que nos concita, como la señora ORTÍZ GODOY se encontraba bajo la imposición de una medida de aseguramiento preventiva desde el 7 de septiembre de 2015, por un hecho acerca del cual, como ya se dijo, se comprobó posteriormente su responsabilidad penal, entonces es a partir de ese momento que debió observar una buena conducta, desde el contexto de la no repetición de alguna infracción a la norma penal.  

· El día 29 de noviembre de 2015, mientras la señora JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY se encontraba cobijada con una medida de aseguramiento privativa de la libertad, o sea la dictada por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Jamundí, Valle del Cauca, fue capturada nuevamente en condiciones de flagrancia mientras incurría en la comisión del mismo delito, hecho por el cual resultó también condenada mediante sentencia del 26 de enero de 2016 dictada por el Juzgado Penal del Circuito de Aguadas, Caldas.
Lo anterior nos lleva a concluir, sin lugar a dudas, que la condenada JOHANNA MILAGROS, no cumple con los requisitos exigibles por ley para hacerse merecedora de una acumulación jurídica de las penas que en la actualidad se encuentra purgando, dado que no existe duda alguna de que su conducta delictual fue reiterada mientras se encontraba privada de su libertad en el lugar de residencia. 

De lo antes expuesto, se tiene que, contrario a lo reclamado por la apelante, en el presente asunto no se cumplían con los aludidos requisitos que se tornan necesarios para la procedencia de la acumulación jurídica de penas, porque se reitera, la pena que se pretende acumular tuvo su génesis en la comisión de un delito perpetrado por la Sra. JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY, el 29 de noviembre de 2015, durante el periodo en el cual se encontraba privada de la libertad como consecuencia de la imposición de la medida de aseguramiento de detención domiciliaria que le fue proferida en su contra por parte del Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Jamundí, Valle del Cauca, con funciones de control de garantías, el 7 de septiembre de 2015.

Siendo así las cosas, al no asistirle la tesis de la discrepancia propuesta por la apelante, a la Sala no le queda otra opción diferente que la confirmar la providencia confutada. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 18 de abril de 2018 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio de la cual no se accedió a un petición de acumulación jurídica de penas deprecada por la Defensa de la Sra. JOHANNA MILAGROS ORTÍZ GODOY.  
SEGUNDO: Declarar que en contra esta decisión no procede recurso alguno.
  COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del once (11) de marzo de dos mil quince (2015). AP1232-2015. Radicación No. 44773. M.P. FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO


� El cual se encuentra consagrado en el artículo 50 C.P.P.


� Las que pueden ser detención preventiva o detención domiciliaria. 
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